
Miércoles 30 enero 1991

Don Santiago Ortiz Navacerrada, Vicesecretario de Gobierno del
Tribunal Supremo,

Certifico: que en el Conflicto de jurisdicción núm. 8/1990, aparece
dictada la siguiente sentencia:

Sala de Conflictos de Jurisdicción

Presidente: Excmo. Sr. don Pascual Sala Sánchez.
Magistrados:

Excmos. Sres.: Don Francisco Soto Nieto, don Arturo Gimeno
Amiguet, don Francisco Javier Sánchez del Río Sierra y don José
Antonio Martín Pallin.

BOE núm. 26.

SENTENCIA de 21 de diciembre de 1990. recaida en el
Conflicto de jurisdicción núm. 8/1990. planteado entre el
Juzgado Togado Militar núm. 13 de Madrid y el Juzgado
de Instnlcción núm. 12 de Madrid.
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Segundo.-EI Código Penal Militar queda básicamente centrado en
los delitos propiamente militares que en tiempo de paz sólo puede
extenderse a aquellos que estén exclusivamente tipificados en el Código
Penal Militar, es decir. el ámbito estrictamente castrense salvo cuando
se trate de tropas desplazadas fuera del territorio nacional. en r:uyo caso,
la jurisdicción militar se extiende a cualquier clase de delitos. ,..,..-

El hecho que estamos examinando puede tener encaje literal e7l el
arto 85 dcl Código Penal Militar si hacemos una aplicaCIón amplia del
concepto de centinela que, segun el arto 11 del mismo cuerpo legal.
comprende a los componentes de las patrullas de las guardias de
seguridad en el ejercicio de su cometido.

Pero no ~emos olvidar que, a su vez, arto 10 del Código Penal
Militar conSidera fucrza 'armada a los militares que portando armas y
vistiendo el uniforme presten servicios legalmente encomendados a las
Fuerzas Armadas, lo que nos llevarka a incardinar los hechos cometidos
por un paisano en el arto 235 bis del Código Penal común que castiga
al que maltrate de obra o se resistiere a la fuerza armada en el ejercicio
de sus funciones o con ocasión de ellas.

Tercero.-En principio, el concepto de fuerza armada es omnicom­
prensivo y abarca en su entorno a los centinelas, que no por ello dejan
de ser militares que portan armas y visten uniforme, prestando servicios
legalmente encomendados a las Fuerzas Armadas. No obstante, el
concepto de centinela tiene una específica y autónoma definición en el
arto 11 del Código Penal Militar, extendiendo esta condición no sólo al
que presta servicio en un puesto o garita confiado a su responsabilidad,
sino también a las patrullas de las guardias de seguridad en el ejercicio
de su cometido, como sucede en el caso presente.

Examinando los antecedentes fácticos se llega a la conclusión de que
el acusado, que se hallaba bajo los efectos de una grave intoxicación
etílica, no tuvo conciencia, en ningun momento, que se hallaba ante una­
patrulla que realizase las funciones de centinelas. Según los datos
obrantes en las actuaciones, los componentes de la patrulla se acercaron
para auxiliarle ante las dificultades que tenía para guardar el equilibrio
y en ese momento influenciado por el alcohol ingerido y actuando bajo
sus efectos, comenzó a proferir insultos y forcejear con los que trataban
de ayudarle vestidos de militar y portando armas, lo que coloca al sujeto
activo ante la posible comisión de un delito de resistencia a fuerza
armada incardinado en el arto 235 bis del Código Penal común y no ante
un específico delito de maltrato de obra a centinela cuya condición
nunca pudo ser abarcada por el autor del hccho punible.

Por todo lo expuesto:

111. PARTE DISPOSITIVA

Fallamos: Que en atención a los razonamientos expuestos se estima
que la competencia para conocer de los hechos que se imputan o
atribuyen a Francisco de Asís Chapa Rosario, corresponde al Juzgado de
Instrucción número 11 de Valencia al que se remitirá. lo actuado para
que continúe su tramitación con arreglo a derecho Comuníquese esta
resolución a los órganos jurisdiccionales impl~cados en el conflicto.

Así, por esta nuestra sentencia, que se publicará en la Colección
Legislativa. lo pronunciamos, mandamos y firmamos.-Siguen las fir­
mas.-Rubricado.-Publicación.-Leída y publicada ha sido la anterior
sentencia por el excelentísimo señor don José Antonio Martin Pallín,
Ponente que ha sido en estos autos, hallándose celebrando audiencia
pública la Sala de Conflictos de Jurisdicción en el día de su fecha, de lo
que yo, el Secretario, certifico.-Rubricado.

Concuerda literalmente con su original a que me remito y de que
certifico. Y para que conste en cumplimiento de lo acordado, expido la
presente para su remisión al «Boletín Oficial del· Estado», que firmo en
Madrid a catorce de enero de mil novecientos noventa y uno.
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2.° Tras la oportuna tramitación se dictó providencia en fecha 27
de septiembre de 1989 ordenando el traslado al Ministerio Fiscal para
la petición de nuevas diligencias, en su caso, así como el procedimiento
a seguir, emitiéndose por el Ministerio Fiscal dictamen interesando la
incoación de procedimiento abreviado, lo que se hizo por auto. de la
ilustrísima senara Magistrada Juez de 30 de octubre de 1989.

3.° Ordenado el oportuno traslado,_el10 de noviembre de 1989 se
presentó por el Ministerio Fiscal escrito de acusación de fecha 13 de
noviembre de 1989, interesando la apertura de juicio oral y formulando
conclusiones provisionales en las que se describen como hechos que
sobre las cuatro cuarenta y cinco horas del 30 de abril de 1989 el
acusado, Francisco de Asís Chapa Rosario mayor de edad, y cuyos
antecedentes no constan, que 'se hallaba bajo los efectos de una grave
ingestión alcohólica, de camino' hacia su domicilio, como se resintiera
de su borrachera se detuvo ante el edificio Capitanía General, sito en la
plata Tetuán de Valencia, en cuya pared se apoY9, siendo observado por
los militares que en aquel momento prestaban servicio de,patrulla en el
exterior del edificio, los cuales le instaron a que abandonara el lugar a
lo que se negó el acusado al tiempo que profería contra aquéllos las
siguentes expresiones: «gilipoyas, dejadme en paz, payasos, si no quereis
que os de una paliza»), motivo por el cual, con ayuda de un Suboficial
y el Cabo de Guardia los Policías militares procederion a levantar al
acusado para que se marchara, en cuyo momento éste, adoptando una
actitud agresiva se opuso enérficamente a ello tratando de desasirse y
lanzando sus brazos contra e grupo de militares que finalmente lo
redujo introduciéndolo en ·Capitanía donde se le identificó. Tales hechos
fueron calificados de un delito de resistencia a fuerza armada del artículo
235' bis, párrafos segundo y cuarto, del Código Penal, del que se
considera autor el acusado en quien concurre la atenuante de embria­
guez no habitual del arto 9, 2.°, del Código Penal, corno muy cualificada
en relación con la regla quinta'del arto 6.0 solicitando pena de multa y
costas así como determinados medios de prueba.

3.0 Al solicitar por medio de otrosí' que la competencia para el
enjuiciamiento y fallo corresponde al Juzgado de lo Penal, así lo acordó
la ilustrísima señora Magistrada Juez de Instrucción en el auto de ·16 de
noviembre de 1989, por el que se acordó ,la apertura de juicio oral.

4.° Por oficio de 7 de noviembre de 1989 del ilustrísimo señor Juez
Togado Militar se remitió al Juzgado Ordinario testimonio del auto de
la Jurisdicción Militar de6 d~ noviembre·del989 pof'.el que'tras el
dictamen del Fiscal Juridico Militar del Tribunal Militar Territorial,
formaliza el conflicto de jurisdicción y requiriendo, 'en consecuencia de
inhibición al Juez Penal Ordinario, por entender que los hechos que se
describen en dicho auto, sin perjuicio de calificación ulterior, constituye
un delito contra centinela previsto y penado en el arto 85 en relación con
el arto 11 del Código Penal Militar. .

4. Por auto de 19 de febrero de 1990 el Juzgado de Instrucción
núm. 11 de Valencía acuerda mantener la competencía de la jurisdicción
ordinaria, comunicando al Juez del Juzgado Militar Territorial
número 17 de Valencia que plantea formalmente el conflicto de
jurisdicción elevando las actuacíones a esta Sala de conflictos que
después de recibir lo actuado por el Juzgado Militar, acordó formar el
correspondiente rollo dando vista a las actuaciones al Ministerio Fiscal
y al Fiscal Jurídico Militar que evacuaron en sendos escritos los
respectivos traslados, habiéndose señalado para votación y fallo el día 18
de diciembre de 1990.

11. FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero.-El art. 117.5 de la Constitución establece la exclusividad de
la jurisdicción ordinaria 'para conocer de toda clase de delitos redu­
ciendo la competencia- de la jurisdicción militar al ámbito estrictamente
castrense, sin posibilidad de interpretaciones. extensivas por vía de
conexidad o analogía. >

La especificidad y prevalencia del tipo penal ordinario aleja cual­
quier posibilidad de aplicar técnicas de especialidad, altematividad o
absorción por preceptos sust3nÜvos contenidos en el Códi~o Penal
Militar ya que con ello se produciría la sustracción a la junsdicción
ordinaria del conocimiento de hechos tipificados en el Có<,iigo Penal
común que extiende su prioritaria aplicación también a las.personas que
tengan la condición de militar salvo cuando los hechos enjuiciados
afecten al buen orden X régimen de funcionamiento de los Ejércitos o la
disciplina castrense, encomendándose a las Autoridades militares la
funCión de velar por la disciplina y otros intereses esenciales. de los
Ejércitos.

No tienen cabida en nuestro sistema constitucional los· criterios
anteriores que determinaban la competencia de la jurisdicción militar en
función de la persona, del lugar o de la naturaleza del hecho. Como
proclama al Preámbulo de la Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio, que
regula la Competencia y Orgamzación de la Jurisdicción Militar, «la
presente Ley Orgánica innova profundamente los criterios y formas
originarias que partiendo del siglo XIX han regido hasta ho)'), insis­
tiendo en la unicidad del Poder Judicial del Estado, manteniendo la
especifidad ·de la jurisdicción, militar en el ámbito estrictamente cas­
trense y en los supuestos de estado de sitio, con sometimiento, en todo
caso, a I,os. principios constitucionales, conforme al arto 117.5 de la
Constitución.

¡ ~
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EN NOMBRE DEL REY

La Sala de Conflictos de Jurisdicción entre los Juzgados y Tribunales
Ordinarios y los de la Jurisdicción Militar, compuesta por los excelenti­
simas señores que al margen se expresan, dotada do;: la potestad
jurisdiccional Jeconocida en la Constitución dicta la siguiente Sentencia:

En la Villa de Madrid, a veintiuno de diciembre de mil novecientos
noventa.

En el conflicto de jurisdicción suscitado entre el Juzgado Togado
Militar núm. 13 de Madrid que instruye la causa 13/126/1989 y el

1 Juzgado de Instrucción núm. 12 de Madrid, que instruye las diligencias
; prevías 1.054/1989, por fallecimiento de don Alfredo Vidal Montero y

dos más, y daños en vehículos e inmuebles. por accidente de helicóptero
perteneciente a las Fuerzas Aéreas. Ha sido Ponente el excelentísimo
señor don Francisco Soto Nieto, quien expresa así la decisión de la Sala.

I. ANTECEDENTES DE HECHO

1. Por el Juzgado Togado Militar Territorial núm. 13 se incoaron
diligencias previas para el esclarecimiento del accidente sufrido por el
helicóptero SA 330 Puma, perteneciente al402-Escuadron de las Fuerzas

, Aéreas de Guarnición de Cuatro Vientos, el día 2 de marzo de 1989 en
la localidad de Madrid, falleciendo a resultas de ello todos 105 ocupantes
Capitanes del Ejército del Aire don Ramón Garrido de la Parra y don
Alfredo Vidal Montero, el Subteniente del mismo Ejercito don José

: Rodri~uez Montero; en cuyas diligencias por el Fiscal jurídico-militar
del Tnbunal Militar Territorial Primero se manifestaba que tales he¡;hos
podían ser constitutivos de ilícitos penales militares, por lo que
solkitaba que se requiriera de inhibición al Juzgado de Instrucción
núm. 12 de Madrid y que se elevasen dichas diligencias previas a causa
criminal. A su vez, el Juzgado de Instrucción núm. 12 de Madrid

, instruyó diligencias previas por los mismos hechos.
2. Por el Juzgado Togado Militar Territorial núm. 13 se dictó Auto

de fecha 10 de mayo de ·1989, en el que acordaba elevar a causa
criminal las diligenCIas previas y requerir de inhibición al Juzgado de
Instrucción núm. 12 de Madrid al entender que los .hechos objeto de
investigación serían de los tipos previstos y penados en los arts. 155
y 159 del Código Penal Militar dada la concurrencia de personal militar
y de la naturaleza de acto de servicio de armas que para todos 105 que
tengan relación de forma directa con el vuelo de aeronaves militares
establece el art. 16 del citado texto.

3. El Juzgado de Instrucción núm.' .12 de Madrid. tras oir al
Abogado del Estado, Ministerio Fiscal y representación de los perjudica~
dos personados, dictó Auto con fecha 27 de junio del corriente año, no
aceptando el requerimiento de inhibición. manteniendo su jurisdicción
y acordando remitir las· actuaciones a esta Sala de Conflictos de
Jurisdicción.

4. Recibidas las actuaciones en esta Sala de Conflictos de Jurisdic­
ción del Tribunal Supremo, se dictó providencia mandando formar el
correspondiente rollo, designándose Ponente y se acordó dar vista ai
Ministerio' Fiscal que dictaminó que la competencia para conocer de los
hechos correspondía al Juzgado de Instrucción núm. 12, dictaminando
en igual sentido el Fiscal Togado; señalándose para la votación y fallo
el día 18 del' corriente mes, en que ha tenido lugar.

competenciales, puede decirse <;lue ello n~ ha .sid<? constatado. El
fallecimiento de los tripulantes dIficulta las mvesttgaclOnes al respecto.
En lo concerniente al tipo del arto 159 del Código Penal Militar,
partiendo de una extralimitación dolosa en la ejecución de un acto de
servicio de armas reglamentariamente ordenado, se requiere la o~gina­
ción por imprudencia de cualquiera de los resultados que se menCIOnan.
No constando aquel modo de extralimitación en el cumplimiento de la
orden recibida -cual aqui sucede- debe regularse por la legislación
común el enjuiciamiento de los hechos que se examman.

La jurisdicción ordinaria ha de prevalecer, pues, conforme a lo
dispuesto en los arts. 9.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 10 de
la L.E.Cr. La jurisdicción militar no es competente más que cuando se
lesionan bienes jurídicos de carácter, militar; as!. se exp~icita en. los
articulas 3.2 de la L.O.P']. y 117.5 de la ConstltUClOn Espanola, y VIene
a resaltarseen 'la Sentencia del T.e. 75/1982, de 13 de diciembre. En
consecuencia. v conforme a los preceptos mencionados, así como a lo
prevenido en lá Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio. de la Competen<:ia
y Organización de la Jurisdicción Militar. y arts.. 22 y sig.uie.nt~s de la
Ley Orgánica 2/1987. de 18 de mayo, de Conflictos JunSd¡CClOnales,
procede resolver el conflicto suscitado a favor de la jurisdicción
ordinaría.

JII. PARTE DISPOSITIVA

Fallamos: Que debemos resolver y resolvemos el conflicto de
jurisdicción suscitado entre el Juzgado Togado Militar Territorial
núm. 13 de Madrid, que instruye la causa 13/126/1989, yel Juzgado de
Instrucción núm. 12 de Madrid, que instruye las diligencias previas
núm. 1.054/1989. a favor de la jurisdicción ordinaria y Juzgado de
Instrucción antedicho al que se remitirán las actuaciones, con testimo­
nio de esta resolución: para que como competente prosiga la tramitación
de referidas diligencias; comunicándose- esta reso!l:lción a sendos Juzga­
dos, los que deberán acusar recibo.
, Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

< Asi por esta nuestra Sentencia, definitivamente juzgando, lo pronun­
ciamos, mandamos y firmamos.-Rubricado.

Publicación.-Leída y publicada ha sido la anterior Sentencia por el
excelentísimo señor don Francisco Soto Nieto, Ponente que ha sido en
estos Autos, hallándose celebrando audiencia pública la Sala de Conflic­
tos de Jurisdicción en el día de su fecha: de 10 que yo, el Secretario,
certi fico. - Rubricado.

Concuerda literalmente con su original a que -, me remito y que
certifico. Y para que conste en cumplimiento, de lo acordado, expido la
presente para su remisión al «Boletín Oficial del E;stado», que firmo en
Madrid a catorce de enero de mil novecientos noventa y uno.

TRIBUNAL DE CONFLICTOS
DE JURISDICCION

En Madrid a veintisiete de diciembre de mil novecientos noventa.
En el conflicto de jurisdicción negativo ,suscitado enlre el Juzgado de

Primera Instancia e Instrucción de Estella y el Tribunal Militar
Terrilorrial Cuarto, con sede en La Coruna, en procedimiento penal

EN NOMBRE DEL REY

La Sala de Conflictos de Jurisdicción entre los Juzgados y Tribunales
ordinarios y los de la Jurisdicción Militar, compuesta por 105 excelentísi­
mos señores que anteriormente se expresan. dotada de la potestad
jurisdiccional reconocida en la Constitución, dicta la siguiente Senten­
cia:

Don Santiago Ortiz Navacerrada. Vicesecretario de Gobierno del
Tribunal Supremo.

Certifico: que en el Conflicto de jurisdicción núm. 4/1990, aparece
dictada la slgUlente sentencia:

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Supremo: Don Pascual Sala
Sánc-hez.

Excmos. Sres.: Don Francisco Soto Nieto. Don Arturo Gimeno
Amiguet. Don José Antonio MarHn PaJlín. Don Javier Sánchez del Río
y Sierrra.

11.' FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero.-Como consecuencia de haberse precipitado un helicóptero
SA 330 Puma, perteneciente al 402 Escuadrón de las Fuerzas Aereas en
el Aeródromo Militar de Cuatro Vientos"eldía 2 de marzo ,de 1989.
cayendo en las 'inmediaciones' del Instituto <~Blas de OterQ)), sito en el
núm. 130 de la calle Maqueda de esta capital, falleciendo los ocupantes
del mismo y causándose daños en dos vehículos, dos inmuebles yen la
urbanización «Maqueda)), el Juzgado Togado Militar Territorial
núm. 13 de Madrid instruye la causa 13/126/1989. A la vez, el Juzgado
de Instrucción núm. 12 de los de Madrid instruyó diligencias previas
núm. 1.0541 I989. El Juzgado Togado Militar, previo informe del Fiscal
jurídico-militar, acordó por Auto de_ 10 de mayo de 1989 requerir de
inhibición al juzgado de instrucción, por creer que los hechos, de
adscribirse a un tipo delictivo, lo serían a los arts. 155 y 159 del Código
Penal Militar. El Juzgado de Instrucción, por Auto de 27 de junio
de 1990, $e" opuso a ello. en base a que la jurisdicción militar tiene un
carácter excepcional. limitada al ámbito estrictamente castrense, y dada
la indisponibilidad e irrenunciabilidad de la potestad jurisdiccional:
estimaba prematura la calificación de los hechos realizada por el órgano
militar. En este tramite, el Fiscal togado entiende que el presente
conflicto de jurisdicción debe ser resuelto en favor de la jurisdicción
ordinaria. en lo que está conforme el Fiscal.

Segundo.-Conforme a la doctrina reco~ida en las Sentencias de la
Sala V de lo Militar del TS de 4 y 10 de Julio de 1990, lo verdadera­
mente protegido por el arto 155 no son los medios en sí, sino el fin al
que están destinados, que no puede ser otro que el cumplimiento del
servicio. Los subtipos recogidos en el precepto tienden, en última
instancia. a proteger la eficaz prestación del servicio. A los solos efectos

2662 SENTENCIA de 27 de diciembre de 1990. recaMa en el
Conflicto de jurisdicción mimo 4/1990, planteado entre el
}I/;gado de Primera Instancia e Instrucción de Estella .v el
Tribunal ilfilitar Territorial Cuarto" con sede en La
Coruña. .


